PROYECTO DE LEY
EL HONORABLE SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
SANCIONAN CON FUERZA DE
LEY
 
 
Artículo 1°: Créase el programa provincial de “Unidades Penales de Reinserción Social y Laboral” dependiente del Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires.
 
Artículo 2°: Para la implementación del programa creado por el artículo precedente se afectará como mínimo el 10 % de las nuevas plazas carcelarias a construirse según lo establecido en el Decreto Provincial 305/2006 y la Ley Provincial 13503. Las nuevas plazas carcelarias afectadas al programa constituirán unidades penales independientes cuya capacidad de alojamiento no podrá ser superior a 100 (cien) reclusos.
Las unidades construidas para la aplicación de este plan deberán contar con la infraestructura adecuada para el desarrollo de tareas productivas a gran escala.
Artículo 3°: Las unidades penitenciarias afectadas al programa provincial “Unidades Penales de Reinserción Social y Laboral” serán el ámbito prioritario de implementación del “Plan Multiplicador de Trabajo en las Cárceles” dependiente del Ministerio de Justicia Provincial o el plan que lo reemplace en el futuro y todos los internos alojados en estas unidades deberán participar del plan.

 

Artículo 4º: En las unidades penitenciarias afectadas al programa creado por esta ley, deberá funcionar un plan educativo a fin de que los internos completen la escolarización obligatoria. La concurrencia al plan educativo será simultanea al desarrollo de las tareas laborales no pudiendo el interno optar por una de las dos.

 

Artículo 5°: Solo podrán ser destinados a las “Unidades Penales de Reinserción Social y Laboral” aquellos penados que por su conducta así lo ameriten a criterio de la Junta de Selección, establecida en el artículo 29 de la ley 12256. No podrán ser incorporados a este programa quienes hayan sido condenados por crímenes de lesa humanidad.

 

Artículo 6°: Todo trabajo del interno dentro de las  “Unidades Penales de Reinserción Social y Laboral” será remunerado excepto aquellos que atañen a la higiene y mantenimiento del equipo personal, la propia celda y los lugares de permanencia en común de los internos. 

Si los bienes o servicios producidos por los internos se destinaren al Estado o a entidades de bien público, el salario del interno no será inferior a las tres cuartas partes del salario mínimo vital móvil. Cuando el destinatario de la producción de los internos y/o la organización del trabajo esté a cargo de una empresa mixta o privada la remuneración de los reclusos será igual al salario de la vida libre correspondiente a la categoría profesional de que se trate.

Los salarios serán abonados por los destinatarios de los bienes o servicios producidos y en los términos establecidos en la legislación laboral vigente. 
 
Artículo 7°: El producto del trabajo de los penados se distribuirá de acuerdo a lo establecido en la reglamentación de la ley 12256, que establece la distribución de la siguiente forma:
a)     10 % para indemnizar los daños y perjuicios causados por el delito.
b)     30 % para prestación de alimentos de acuerdo con las prescripciones del Código Civil.
c)     30 % para contribuir a costear los gastos que ocasionen en el Establecimiento Penitenciario.
d)     30 % para formar el fondo propio que se les entregará cuando recobren la libertad.
 
Cuando no existiera notificación sobre indemnización de daños y perjuicios ocasionados por el delito, el producto del trabajo de los penados se aplicara en la siguiente forma:
a)     40% para prestación de alimentos de acuerdo con las prescripciones del Código Civil.
b)     30 % para contribuir a costear los gastos que ocasionen en el Establecimiento Penitenciario.
c)     30 % para formar el fondo propio que se les entregará cuando recobren la libertad.
 
Cuando no hubiere que satisfacer indemnizaciones por los daños y perjuicio por el delito, ni prestación de alimentos, el producto de los trabajos de los penados se distribuirá de la siguiente forma:
 
a)     40% para contribuir a costear los gastos que ocasionen en el Establecimiento Penitenciario.
b)     60 % para formar el fondo propio que se les entregará cuando recobren la libertad.
 
Las entregas en conceptos de prestación de alimentos, serán efectuadas a solicitud de los penados para las personas con derecho a recibirlos o a petición de estas o por gestión de la Sección de Asistencia Social.-
 
Artículo 8°: El fondo propio correspondiente al recluso constituirá un fondo de reserva que deberá ser depositado a interés en una institución de la banca oficial, en las mejores condiciones de plaza.
Este fondo, que será entregado al interno a su egreso, por agotamiento de pena, libertad condicional o asistida, será intransferible e inembargable, sin perjuicio de lo establecido en el artículo precedente.
La reglamentación establecerá en casos debidamente justificados y con intervención judicial, la disposición anticipada del fondo de reserva. En el supuesto de fallecimiento del interno, el fondo de reserva será transmisible a sus herederos.
 
Artículo 9°: De la remuneración del trabajo del interno, deducidos los aportes correspondientes a la seguridad social, podrá descontarse, en hasta un 20 %, los cargos por concepto de reparación de daños intencionales o culposos causados por el recluso, durante su permanencia en la Unidad Penal de Reinserción Social y Laboral, en las cosas muebles o inmuebles del Estado o de Terceros.
 
Artículo 10°: Será requisito indispensable para que el interno permanezca en el programa de “Unidades Penales de Reinserción Social y Laboral” que sus hijos cumplimenten con la escolarización obligatoria y los planes de vacunación oficiales, debiendo justificar periódicamente está condición ante la autoridad competente.
 
Artículo 11°: Aquellos penados que accedan al Programa de Unidades Penales de Reinserción Social y Laboral y luego recuperen su libertad, en caso de reincidir no podrán ser reincorporados al programa.
 
Artículo 12°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
FUNDAMENTO
 
La inseguridad es un problema que nos afecta a todos y que ha generado un cambio cultural, pues condiciona nuestros hábitos de vida alejándonos de lo que otrora calificaríamos de “vida normal” por lo tanto es una necesidad impostergable explorar todas las vías posibles para atacar y disminuir las causales de esta situación.
Construir una sociedad mas segura es una cuestión muy compleja pues las causas de la inseguridad y de la sensación de indefensión frente al delito son complejas.
La inseguridad fue cobrando magnitud en base a varias situaciones pero sin duda la principal fue la desigualdad social y la falta de distribución de la riqueza, lo que deterioró y en ocasiones eliminó el acceso a las fuentes de trabajo; esto sumado a un permanente “bombardeo de marketing” que nos impone un nivel de vida y consumo muy difícilmente alcanzable para la mayoría de la gente produce altos índices de insatisfacción y de frustración muchas veces canalizados a través del delito.
Se ha ido perdiendo gran parte la cultura del trabajo como principal camino de desarrollo personal y económico y con ella todos sus valores intrínsecos como el esfuerzo, el tesón y la responsabilidad.
Si consideramos que en la actualidad para las personas que cumplen con todas las reglas y convenciones de nuestra sociedad es difícil obtener un trabajo digno, mayor aun es el desafío para quienes fueron penados por la ley e intentan reinsertarse socialmente y llevar una vida normal.
Uno de los principales obstáculos para disminuir la inseguridad radica en la baja reinserción social y laboral de aquellos que habiendo cumplido sus condenas son liberados y se encuentran imposibilitados de encontrar un trabajo que les permita vivir dignamente.
El sistema de penitenciario bonaerense, que fuera diseñado para reeducar a aquellos que infringieron las reglas de nuestra comunidad, se ha convertido, por fuerza de la superpoblación, en depósito de condenados cuyo destino, a partir del ingreso al penal, se haya marcado a fuego con el estigma del prejuicio social.
La realidad nos muestra que una vez ingresado en el sistema penitenciario el individuo se ve sometido a convivir en un ambiente de violencia latente, lo que sumado las implicancias psicológicas que el “encierro” le genera producen que las personas se vuelvan mas violentas y ajenas a las reglas y convenciones de nuestra sociedad, hecho este que dificulta aun mas su reinserción social.
El ocio permanente en un ambiente de promiscuidad, que reúne a los presos primarios con cortas condenas con criminales condenados a largos años de reclusión, en un ambiente limitado y frecuentemente deshumanizado, genera consecuencias imprevisibles y muchas veces irreparables en los individuos.

La formación escolar y profesional, la ocupación útil a través del trabajo y de su remuneración, la actualización cultural y la práctica de deportes permiten el equilibrio psicológico y la mantención de la dignidad inherentes a la naturaleza humana. 

A la situación del condenado debemos sumar el efecto que su reclusión produce sobre el resto de la sociedad, ya que ésta lejos de librarse de un “delincuente” carga sobre sus espaldas con el peso de la familia del condenado que, aunque no se encuentre confinada físicamente, en su gran mayoría queda “presa” pues se desmiembra, los hijos crecen sin sus padres y sometidos a un “ambiente” cuyas reglas de convivencia lo alejan de toda posibilidad de desarrollo social y condicionan desfavorablemente su participación en la sociedad.
Todo esto contribuye a generar la desesperanza y el desasosiego en el entorno familiar del recluso y consecuentemente se potencian las posibilidades de generar nuevos “delincuentes”, entonces el castigo es para la sociedad en general y no solo para el delincuente, pues al excluir de los ciclos productivos a más gente se las coloca en situación de riesgo de delinquir.
Por otra parte, luego de cumplida la pena, el liberado se encuentra sin dinero para subsistir, sin posibilidad de encontrar una actividad laboral digna que le permita mantener a su familia y con sus opciones muy limitadas se generan, en muchos casos, las condiciones para la reincidencia delictiva.
Por todo lo planteado se hace imperioso encarar una reforma de fondo del sistema penitenciario y dada su magnitud no es posible aplicar principios iluministas que mágicamente produzcan el cambio.
Si queremos que la tendencia descripta disminuya y se revierta es necesario que dentro del sistema penitenciario se generen cárceles con un enfoque distinto, netamente productivo, a las cuales solo tengan acceso aquellos reclusos que realmente lo ameriten.
Varios países tienen una larga trayectoria en materia de “Penitenciarias Industriales” como medio de rehabilitación y reinserción social y recientemente se ha iniciado una experiencia en Brasil en la cárcel de GUARAPUAVA donde su director el Dr. Tavares desarrolló la primera experiencia en el estado de Paraná, a partir de una cárcel construida con ese objetivo específico en la ciudad de Guarapuava, llamada “Penitenciaria Industrial de Guarapuava” y que tiene un área de 7,177m2, con capacidad para 240 detenidos. 

Celebró contrato con una industria de muebles, “Azulbrás”, que instaló en esa cárcel una unidad de producción con 1,500 m2 de superficie, en la que son instruidos y trabajan 140 reclusos. 

Estos reclusos reciben un salario mínimo mensual, y por cada tres días de trabajo se benefician con una reducción de un día en la pena a la que fueran condenados por la Justicia. 

La idea de que las penitenciarias fueran un ámbito de reeducación es muy antigua, ya en el Siglo XVIII Jean Jacques Rousseau consideraba necesario “abrir escuelas y cerrar prisiones”. 

En nuestra provincia ya se han implementado Programas Educativos Penitenciarias y se han comprobado sus beneficios tanto para los reclusos, como para el sistema penitenciario y la sociedad toda. Por ejemplo en la Unidad Penal Nº 5 de Mercedes el plan de escolarización mixta, con niveles primario, secundario y universitario ha generado una mejor convivencia y despertado esperanzas en los reclusos que pueden ver un horizonte diferente al de la delincuencia como medio de vida. El siguiente paso es entonces acentuar la inclusión del trabajo como herramienta de reinserción social en las Unidades Penitenciarias.

Existen cuatro pilares fundamentales que deben modificarse para que un programa de instrucción laboral dentro de los penales tenga éxito: Dimensión de la Institución, Reglas de Conducta, Instrucción y Recursos Económicos.
DIMENSION DE LA INSTITUCION: Uno de los problemas principales de nuestras cárceles es su tamaño. En penales con superpoblados es imposible implementar exitosamente un programa que reeduque a los penados puesto que es indispensable poder condicionar permanentemente a los reclusos con normas de conducta preestablecidas; en grandes penales luego de unas horas de trabajo los internos son reinsertados en la población general, a la cual no se le aplican los mismos criterios condicionantes, entonces se diluye todo posible efecto benéfico que se hubiere podido lograr sobre el interno durante las tareas laborales.
REGLAS DE CONDUCTA: Se deben aplicar, durante todo el lapso que dure la condena, estrictas normas de conducta que condicionen hasta el mas mínimo comportamiento diario con la finalidad de generar e inculcar un cambio cultural en el interno.
INSTRUCCIÓN: Los reclusos deben ser instruidos en oficios que les permitan obtener su sustento dignamente al cumplir su condena y ser liberados. Simultáneamente se los debe instruir para que puedan generarse sus propios emprendimientos productivos ya que deberán lidiar con el prejuicio de la sociedad respecto de sus valores morales, entonces para contribuir a su desarrollo social deberán contar con los conocimientos suficientes para gestionar un microemprendimiento desde la fabricación de los bienes hasta su colocación en el mercado.
La educación y la capacitación son entonces indispensables por lo que paralelamente con el trabajo diario los reclusos deberán tener diariamente un horario de clases.
RECURSOS ECONOMICOS: El recluso debe ganarse con trabajo digno el costo de su manutención dentro del penal y también debe poder contribuir al sostenimiento de su familia, paralelamente debe acumular un ahorro significativo que le permita, al cumplir su condena, contar con un mínimo capital para subsistir hasta tanto encuentre un medio de manutención digno y legal, para él y su familia. 
En este sentido se puede tomar como referencia lo normado en la Ley Nacional 24660 que establece en su artículo 120 que “El trabajo del interno será remunerado, salvo los casos previstos por el artículo 111. Si los bienes o servicios producidos se destinaren al Estado o a entidades de bien público, el salario del interno no será inferior a las tres cuartas partes del salario mínimo vital móvil. En los demás casos o cuando la organización del trabajo esté a cargo de una empresa mixta o privada la remuneración será igual al salario de la vida libre correspondiente a la categoría profesional de que se trate.

Los salarios serán abonados en los términos establecidos en la legislación laboral vigente.

Y en su artículo 121 que “La retribución del trabajo del interno, deducidos los aportes correspondientes a la seguridad social, se distribuirá simultáneamente en la forma siguiente:

a) 10 % para indemnizar los daños y perjuicios causados por el delito, conforme lo disponga la sentencia;

b) 35 % para la prestación de alimentos, según el Código Civil;

c) 25 % para costear los gastos que causare en el establecimiento;

d) 30 % para formar un fondo propio que se le entregará a su salida.”

            El artículo 115 de la mencionada normativa establece que “Se promoverá la organización de sistemas y programas de formación y reconversión laboral, las que podrán realizarse con la participación concertada de las autoridades laborales, agrupaciones sindicales, empresarias y otras entidades sociales vinculadas al trabajo y a la producción”.

            Por su parte, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires establece en su Artículo 30° que “las prisiones son hechas para seguridad y no para mortificación de los detenidos. Las penitenciarias serán reglamentadas de manera que constituyan centros de trabajo y moralización. Todo rigor innecesario hace responsable a las autoridades que lo ejerzan.” 

            En el segundo párrafo del Artículo 11° especifica que “Es deber de la Provincia promover el desarrollo integral de las personas garantizando la igualdad de oportunidades y la efectiva participación de todos en la organización política, económica y social” y en el Artículo 27° dictamina que “La libertad de trabajo, industria y comercio, es un derecho asegurado a todo habitante de la Provincia, siempre que no ofenda o perjudique a la moral o a la salubridad pública, ni sea contrario a las leyes del país o a los derechos de tercero”. 

A los fines de poder cumplir estos objetivos es necesario que el enfoque laboral sea consecuente con las oportunidades laborales del mercado nacional, es decir que los oficios y profesiones que sean instruidas dentro de las cárceles tengan directa relación con la demanda de mano de obra en la sociedad civil.

Existe en nuestra provincia el “Plan Multiplicador de Trabajo en las Cárceles” dependiente del Ministerio de Justicia por el cual “se convoca a ONG, microemprendedores, emprendedores, Pymes y a la comunidad en general para la selección de proyectos tendientes a generar trabajo y formación dentro de las unidades carcelarias de la Provincia de Buenos Aires.”

Asimismo ha sido aprobado un proyecto de ley por esta Honorable Cámara de Diputados mediante el cual se autoriza al Poder Ejecutivo Provincial a financiar la construcción de 4000 plazas carcelarias para internos, recurriendo para ello a recursos procedentes del Fondo Fiduciario Federal de Infraestructura Regional.

Por Decreto 305/2006 se encomienda al Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos, para que juntamente con el Ministerio de Justicia, efectúen la planificación de cuatro mil plazas a instalar en las distintas unidades carceladas y alcaidías emplazadas en la provincia de Buenos Aires.

En la misma norma se encomienda al Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos la ejecución de las obras indicadas durante el ejercicio 2006 y 2007.

Por ley 13503 la Legislatura Bonaerense autorizó al Poder Ejecutivo a modificar el listado de obras a que se refiere la Ley 12.372, dentro de la suma aprobada del artículo 1 de dicha ley a fin de incorporar las obras comprendidas en los términos del Decreto 305/06 y además se autoriza al Poder Ejecutivo para que de ser necesario priorice el financiamiento de las obras indicadas acudiendo al Fondo Fiduciario Federal de Infraestructura General.
Nos encontramos entonces ante la oportunidad de iniciar un cambio positivo en el sistema penitenciario que beneficie a toda la sociedad.

Este cambio sería la construcción de “Unidades Penitenciarias de Reinserción Social y Laboral” similares a la experiencia de Brasil, donde las unidades no deberían poder albergar a mas de 100 reclusos y las cuales se dedicarían a la aplicación del “Plan Multiplicador de Trabajo en las Cárceles” de modo tal que la actividad principal de todos los reclusos sea el trabajo productivo, por el cual reciban un sueldo similar al que percibiría una persona en el mercado laboral y con las mismas responsabilidades y simultáneamente mediante planes educativos completarían la escolarización obligatoria.

Estas cárceles no deben ser un premio, sino una “Fábrica de Reinserción Social”, donde el tipo de trabajo que en ellas se realice tenga las mismas características que los emprendimientos sustentables de la sociedad civil  para que los penados internalicen hábitos constructivos y se capaciten para obtener un trabajo digno una vez finalizada su condena.

El tamaño reducido de estas “Cárceles Industriales” tiene dos finalidades; en forma directa una población pequeña de reclusos permite aplicar un control mas minucioso y un seguimiento puntual de cada uno de ellos y en forma indirecta, de concretarse esta iniciativa, el impacto sobre el mercado laboral general por parte del trabajo de los presidiarios no es significativo y no será una amenaza para lo trabajadores en libres.

Un ejemplo a seguir es la experiencia de la Unidad N° 5 de Mercedes, lugar en el que se implementó por primera vez a nivel nacional un sistema de educación mixta dentro del penal logrando que de 714 reclusos 563 se encuentren escolarizándose (298 en la instrucción primaria, 157 en la secundaria y 34 a nivel universitario); además 85 reclusos realizan cursos de formación profesional y 370 internos trabajan.

Asimismo se debería evaluar la implementación de un sistema de disminución de penas que bien podría ser que cada 6 días efectivos de trabajo se descontaría 1 (un) día de la sentencia, con lo que se estaría inculcando que con cada semana de trabajo se gana un día de descanso de la pena impuesta.

Paralelamente los penados contribuirán con lo producido por su trabajo a bajar los costos de su manutención por parte del Sistema Penitenciario con lo que se aliviará la carga económica de toda la sociedad.

Esta pequeña síntesis no busca ser melodramática sino por el contrario solo persigue el fin de reflejar una realidad compleja y cotidiana de nuestro territorio. Es por ello que se hace impostergable un cambio innovador en materia penitenciaria para que los condenados sean realmente reeducados a fin de que se reinserten plenamente en la sociedad luego de haber pagado sus deudas a toda la comunidad y podamos entre todos y con conciencia social contribuir a la disminución de la inseguridad.
Por lo expuesto solicito a los Sres. Legisladores que acompañen esta iniciativa con su voto.
PAGE  
2

